PROYECTO DE COMUNICACION

Pedido de Informe

 
La Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe vería con agrado que, por intermedio de la Excelentísima Corte Suprema de Justicia de la provincia y frente al conflicto laboral trabado entre la empresa “Lavadero Virasoro” y sus trabajadores, cuyo epicentro se encuentra en la puerta de la planta que posee dicha empresa en la Avenida Ovidio Lagos 4650 de la ciudad de Rosario, informe:

· Si en virtud de la Resolución nº 385 Tº 7 Fº 308 del 6/9/2007 dictada por la Sala III de la Cámara de Apelaciones en lo Penal de Rosario dentro de los autos “GUIDETTI, Jorge Carlos s/ recurso de hábeas corpus” (Expte. 1154/2007 del registro de esa Cámara Penal), se ha iniciado alguna investigación administrativa o de otra índole en relación a la actitud asumida por los magistrados de dicha cámara y/o del Fiscal de Cámaras interviniente, para con el conflicto mencionado.

En el mismo sentido se solicita la remisión original o copia certificada de la totalidad de las actuaciones que tramitaron con el expediente “GUIDETTI, Jorge Carlos s/ recurso de Habeas Corpus” de ingreso por ante el Juzgado en lo Penal de Instrucción de la 10ª Nominación de Rosario y, posteriormente, por ante la Sala III de la Cámara de Apelaciones en lo Penal de Rosario (expediente nº 1154/2007 del registro de dicha Cámara).
Sr. Presidente:

 

 


El presente pedido obedece a las sospechas de irregularidades que surgen en torno a la Resolución nº 385 Tº 7 Fº 308 del día 6/9/2007 pronunciada por la Sala III de la Cámara Penal de Rosario dentro de los autos “GUIDETTI, Jorge Carlos s/ recurso de hábeas corpus” (Expte. 1154/2007 del registro de esa Cámara Penal). 

 


El expediente de mención se inició con la presentación que hiciera el Sr. Guidetti (titular de la empresa “Lavadero Virasoro”) de un recurso de Habeas Corpus preventivo argumentando que su libertad ambulatoria se encontraba amenazada ilegítimamente en virtud de una citación que le había efectuado la Secretaría de Trabajo “bajo apercibimientos de ser conducido por la fuerza pública”. La audiencia a que convocaba la Secretaría de Trabajo era una de los tantos intentos que se hicieran desde los poderes públicos para favorecer la pacificación social y la solución del conflicto referido. 

 


El Sr. Guidetti ha tenido una postura inflexible en torno a dicho conflicto laboral, lo que ha implicado una excepcional duración del mismo que a la fecha lleva tres meses y medio sin encontrar una solución. En razón de tal posicionamiento, la parte empresaria en algunas ocasiones evitó concurrir a algunas de las múltiples instancias negociadoras provocadas. En la que nos ocupa, habiendo tomado intervención la Secretaría de Trabajo citó a las partes a diversas audiencias, el Sr. Guidetti concurrió a la primera de ellas, pero al ser citado nuevamente decidió no ir y desplegó la estrategia que comentamos para evitar los apercibimientos.

 


Así las cosas, el Juez en lo Penal de Instrucción de la 10ª Nominación de Rosario (ante quien se interpuso el referido Habeas Corpus) con toda lógica rechazó la acción intentada por el Sr. Guidetti, pero sus representantes apelaron y la sala III de la Cámara Penal de Rosario (integrada por los Dres. Navarro, Ramón y Crippa García) hizo lugar al Habeas Corpus revocando lo dispuesto por el Dr. Ivaldi Artacho. 

 


Más allá de las mezquinas intenciones que haya tenido el empresario para promover aquella acción, entendemos que la Resolución de la Cámara tiene aristas preocupantes a primera vista. En efecto, el nudo central de la decisión de los camaristas pasaría por tildar de “ilegítima” la amenaza de hacer comparecer a Guidetti por la fuerza pública a la Secretaría de Trabajo en un flagrante desconocimiento de las expresas facultades de esta institución.

 


En relación a las audiencias de conciliación a que puede convocar la Secretaría de Trabajo, el art. 3º de la ley 10.468 sienta expresamente que “La citación se hará bajo apercibimiento de ser conducidas (las partes) por la fuerza pública”. Como si esto fuera poco, con carácter general, la ley 11.752 incorporó a dicho cuerpo normativo el art. 59 bis que establece: “Sin perjuicio de la penalidad establecida, la autoridad administrativa del trabajo podrá compeler la comparencia de quienes hayan sido debidamente citados a una audiencia mediante el auxilio de la fuerza pública, el que será prestado como si se tratara de un requerimiento judicial”.

 


Resulta elemental dotar a un organismo que tiene la competencia de la Secretaría con alguna mínima facultad de coerción como la que señalamos. Es más, de cara a la experiencia acumulada, tales facultades se han demostrado muchas veces insuficientes para garantizar el desenvolvimiento de las tareas propias del organismo. Por lo demás, esta posibilidad de compeler a las partes a que se sienten a discutir deviene totalmente proporcionada con las funciones y objetivos asignados a este organismo. Solamente desde el absurdo o la mala fe, se puede sostener que una minúscula potestad de coerción como la que señalamos pueda convertirse en una amenaza intolerable a la libertad en una sociedad democrática. Un cuerpo que pretende constituirse en el espacio idóneo para canalizar las discusiones laborales y propiciar soluciones a conflictos de esta índole, necesariamente debe tener algún imperium para sentar a las partes a la mesa. Lo contrario es generar una estructura burocrática inútil vaciando de contenido a la misma, quitándole la expresión más clara del poder de policía del trabajo a la Autoridad de Aplicación en dicha materia.

 



En efecto, se podría conceptualizar en que es la facultad que tiene el Estado Provincial, en cada caso dentro de la esfera de sus competencias, conforme las atribuciones constitucionales asignadas para adoptar todas aquellas medidas que le sirvan o permitan salvaguardar los intereses que la sociedad ha establecido como prioritarios, procurando de esta manera, en un clima de paz social, lograr el bienestar general. En el sentido amplio se ha señalado al poder de policía como "la potestad de restringir la libertad de los individuos con el fin de conservar la armonía del todo, de implantar reglas de buena conducta para evitar conflictos y de establecer normas tendientes a proteger la vida, la propiedad y la salud de los habitantes y del pueblo en general".

 



Esta obligación estatal surge de la Constitución Nacional y también de Pactos Internacionales a los que nuestro país ha adherido. En ese sentido es importante destacar que en la Conferencia de Washington de 1.919, se dicta la Recomendación Nro. 5 de la O.I.T. sobre la inspección del trabajo  y también lo dispuesto en la Carta Internacional de Garantías Sociales.

 



La Constitución Nacional de 1.994 establece que las provincias se reservan el poder de policía, incluso en establecimientos de utilidad nacional, Art. 75 inc. 30:  “...las autoridades provinciales y municipales conservarán los poderes de policía e inspección sobre estos establecimientos, en tanto no interfieran en el cumplimiento de aquellos fines”.

 



Es por lo que se viene diciendo que entendemos que la resolución de la Cámara excede al caso particular generando una preocupación legítima acerca del correcto funcionamiento de las instituciones. La solución propiciada por la Sala III de la Cámara de Apelaciones implica desconocerle al órgano de trabajo las facultades elementales necesarias para desplegar su tarea.

 



Pero ello no es todo. El fallo comentado aparece en momentos muy posteriores a la citación cuando, si es que existió algún peligro para la libertad de Guidetti, éste no sólo había sido legítimo (ya que la ley 10.468 lo habilita) sino que ya había desaparecido tornando el caso en abstracto. Con esto, la Resolución de los camaristas aparece prima facie como una gratuita oportunidad para impugnar competencias de la Secretaría de Trabajo a partir de los intencionados reclamos de un empresario. Queda claro que un caso así debe ser, por lo menos, cuidadosamente estudiado y todos los poderes públicos deben contar con una explicación para este curioso proceder. 

 



Finalmente, la Cámara hace especulaciones ilegítimas acerca de los reclamos de los trabajadores comprometidos en este caso. El voto principal conjetura acerca de actividades delictivas de la parte obrera en una situación que nunca acaeció puesto que -como es lógico imaginarse- Guidetti no compareció a este segundo llamado de la Secretaría. Estos comentarios ya no sólo cuestionan las potestades de la Secretaría y la efectividad de su trabajo, sino que además son manifiestamente discriminatorios al convertir en una “amenaza actual” a la libertad de Guidetti, hechos delictivos puramente imaginarios e improbables. La Sala III de Rosario afirma que la parte obrera cometerá ciertos delitos en la frustrada audiencia y, a partir de este hecho imaginario, decide que la citación del empresario es ilegítima. Citaremos un párrafo del primer voto del Dr. Navarro (al que se adhieren los otros dos camaristas) que nos exime de mayores comentarios:

 



“Debo decir que el lugar que propone el Jefe del Departamento de Asuntos Jurídicos de la Secretaría de Estado de Trabajo, y vaya esto como opinión personal, no ofrece garantías en cuanto a paz y tranquilidad negociadora. ¿O no se pueden juntar en las adyacencias centenares de personas en ruidosa permanencia? Como ciudadano lo he visto más de una vez ¿Soslayamos a las aglomeraciones que se denominan “escraches”?; pareciera que esa modalidad está reconocida, aceptada mansamente, y lo que es más grave, incorporada a la vida institucional del país sin que casi nadie diga algo en queja a pesar de que es un modo que permite descargar contra el “elegido” intimidación y violencia, aún oblicuamente. Desde el anonimato que brinda la multitud, el ocultamiento de rostros e incluso con la exhibición de armas u objetos contundentes, se echa por tierra la paz, la libertad y la tranquilidad que supone una vida en democracia. Estimo que en el caso se afectaría -si se accediera al comparendo compulsivo que como dije no corresponde- el ánimo y la voluntad de decisión de quien desde las cercanías y con innegables riesgos, podría ser “escrachado”, lo cual es jurídicamente inaceptable”

 



Como se ve, las opiniones del Dr. Navarro no solamente implican hipotetizar discriminatoriamente actitudes delictivas para la parte obrera y desconocer elementales facultades de la Secretaría de Trabajo, sino además constituyen una evidente impugnación malintencionada de expresiones populares a las que atribuye características ilícitas que no tienen. Desde el punto de vista de los requerimientos de una sociedad democrática, esta decisión de la Cámara presenta muchos puntos oscuros que deben ser cuidadosamente estudiados y presentados a la población. 

 

 



Por lo expuesto es que solicitamos a nuestro pares la aprobación de este proyecto.

